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1. INTRODUCCION: LA EMPRESA MULTINACIONAL EN EL NUEVO 

ENTORNO FISCAL INTERNACIONAL. 

Como es bien conocido, la empresa multinacional se enfrenta en el nuevo 
entorno fiscal internacional a un panorama en constante evolución, marcado por 
la digitalización, la globalización y la presión para una fiscalidad más justa y 
equitativa. 

La globalización, término consolidado como un trending topic más, ha permitido 
a las empresas multinacionales operar en múltiples jurisdicciones, lo que ha 
generado grandes beneficios para las sociedades y, a su vez, desafíos para los 
gobiernos en la recaudación de impuestos.  Por su parte, la digitalización ha 
ampliado aún más esta complejidad, permitiendo a dichas corporaciones generar 
ingresos sin presencia física, lo que dificulta o imposibilita en muchas ocasiones 
la determinación de la localización del hecho imponible.  

En este entorno, surge la necesidad de dar prioridad al debate internacional 
sobre la fiscalidad justa. Y, hete aquí, el empuje de los organismos internaciones 
hacia una transformación de las reglas jurídico-fiscales hasta ahora nunca vista. 
Reglas que, por lo que a este capítulo respecta, han supuesto el abordar con 
notable foco la tributación de la economía digital (Pilar I) y la imposición mínima 
global de los grupos internacionales (Pilar II). 

Quizás sea este el mayor reto y la clave en el proceso de adaptación de las 
organizaciones empresariales al Pilar I y Pilar II: cómo transicionar a este nuevo 
marco de fiscalidad internacional definido por el Pilar I y II desde un modelo de 
fiscalidad internacional basado en lugares comunes, centrados en eliminar la 
doble imposición y combatir la evasión fiscal derivada de la utilización de la 
normativa nacional en un contexto internacional.  Un modelo que ya aparece con 
la Liga de Naciones y toma verdadero impulso a partir de 1961 con la creación 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
Esta organización, que ahora lidera esta transformación, tomó entonces una 
iniciativa realmente novedosa para su tiempo: liderar el desarrollo de un modelo 
estándar de convenio fiscal: el Modelo de Convenio de la OCDE sobre la Renta 
y el Capital, publicado por primera vez en 1963. Este modelo es la base para la 
mayoría de los CDI firmados en la actualidad, y diseña, en sus ya más de 60 
años de historia, un modelo de relación bilateral entre países que supone quizás 
la mayor evolución fiscal en la historia en materia de seguridad jurídica para las 
empresas e inversores, dinamizando el intercambio de flujos económicos y 
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garantizando el cumplimiento de estos con unos mecanismos de solución de 
disputas que hacen del modelo un entorno seguro. Un modelo consolidado, con 
un organismo defensor del mismo, que gobierna su evolución a través de los 
Comentarios al Modelo de Convenio de la OCDE sobre la Renta y el Capital 
(cuya última versión fue aprobada el 19 de febrero de 2024 por el Consejo de la 
OCDE). 

Como acertadamente señalan MIGUEL ANGEL COLLADO RUBITA y GEMMA 
PATÓN GARCIA1 (2016), “los CDI tienen la naturaleza jurídica de tratados 
fiscales internacionales, que se insertan en los espacios normativos nacionales, 
cuya finalidad no es repartir la potestad impositiva entre dos jurisdicciones 
nacionales , sino eliminar los efectos perversos – fundamentalmente la doble 
imposición internacional – derivados de las relaciones jurídico tributarias de los 
extranjeros con el Estado donde han de tributar”. 

Pues bien, ahora, y después de más de 60 años con un marco normativo de 
referencia, que rige y determina las relaciones comerciales entre particulares de 
una forma decisiva, estas reglas cambian, siendo modificadas desde su raíz con 
un planteamiento distributivo de la tributación radicalmente distinto al prexistente. 
Y que basa su construcción en información que debe ser facilitada por los propios 
agentes sujetos al mismo. Y sin establecer un mecanismo de resolución de 
conflictos que ampare los posibles errores o diferencias de criterio que puedan 
influir en cómo es reportada esa información. 

Este escenario, iniciado en marzo de 2018, cuando la OCDE publica un informe 
intermedio titulado "Tax Challenges Arising from Digitalisation", donde se 
reconoce la necesidad de reformar las reglas fiscales internacionales y se 
introduce formalmente la idea de trabajar en dos enfoques globales, que luego 
se conocerán como Pilar I y Pilar II, supone un cambio trascendental para las 
empresas y organizaciones empresariales en general. 

Las grandes corporaciones, sin la menor duda, deben adaptarse a los Pilares I y 
II de la OCDE, modificando la aproximación tradicional a las exigencias de la 
fiscalidad internacional vigentes hasta principios de la década de 2020. Esto 
afecta no sólo a cómo anticipar los cambios, analizar el impacto en sus 
operaciones o redefinir sus procesos de gestión fiscal, sino también a establecer 
una estrategia de comunicación y transparencia, y adoptar una postura proactiva 
y estratégica para adaptarse a este nuevo panorama fiscal. 

En este contexto, las compañías se enfrentan a un entorno caracterizado por 
una elevada incertidumbre normativa, una creciente inseguridad jurídica que 
impacta en una merma de la competitividad, derivadas tanto de la complejidad 
técnica, inconsistencias, y limitaciones de las disposiciones, como de la falta de 
homogeneidad en su implementación por parte de los distintos Estados, así 
como a un incremento de la competitividad fiscal entre los mismos, urgidos por 
la necesidad de generar ingresos fiscales. 

El futuro fiscal internacional sigue siendo incierto, más en el actual entorno 
geopolítico, y queda por ver qué planteamiento y acciones se desarrollan en 
próximos años. Lo que por el momento sí se observa a nivel internacional es una 

 
1 Manual de Fiscalidad Internacional. Instituto de Estudios Fiscales. Escuela de Hacienda Pública. 
(4ª Edición actualizada). 2016 
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cierta tendencia a limitar la competición entre Estados antes mencionada por 
atraer la inversión extranjera a través de incentivos fiscales. 

Sea como fuere, esta histórica reforma fiscal internacional representa unos 
importantes retos a los grupos multinacionales afectados. Y, en este sentido, 
obliga a hacer un análisis de impacto y preparar a la organización desde una 
perspectiva de gobernanza fiscal y tax compliance para cumplir con los nuevos 
requerimientos de la normativa. Un reto múltiple que está poniendo a prueba a 
la mayoría de los departamentos fiscales de las grandes corporaciones. 
 
2. CÓMO SE ESTÁN ADAPTANDO LAS ORGANIZACIONES 

EMPRESARIALES 

Frente a este escenario, las empresas multinacionales han optado por una 
estrategia integral que combina la anticipación regulatoria, el fortalecimiento de 
los sistemas internos de cumplimiento, la mejora en la digitalización, la 
transparencia en la información o el diálogo con las autoridades fiscales, entre 
otras acciones que seguidamente citaremos. Abordar adecuadamente el impacto 
de la reorganización fiscal es fundamental, e incide en áreas clave como 
personal, procesos y tecnología.  

Si que es importante señalar que el ámbito de aplicación del Pilar I ha quedado 
restringido a las multinacionales (EMN) con un volumen de negocios global 
superior a 20.000 millones de euros y una rentabilidad superior al 10% (es decir, 
beneficios antes de impuestos /ingresos) calculada mediante un mecanismo de 
promedios. Está previsto que este umbral de volumen de negocios se reduzca a 
10.000 millones de euros, siempre que la implementación tenga éxito, incluyendo 
la seguridad jurídica en materia tributaria sobre el Importe A, y que la revisión 
pertinente comience 7 años después de la entrada en vigor del acuerdo y se 
complete en un plazo no superior a un año. Quedan excluidas las industrias 
extractivas y los servicios financieros regulados. 

En cuanto al Pillar II, las reglas GloBE se aplicarán a las EMN que alcancen el 
umbral de 750 millones de euros, tal y como se establece en la Acción 13 de 
BEPS (informe país por país). Por otro lado, los países pueden decidir aplicar la 
normativa a las EMN domiciliadas en su país, aunque no alcancen el umbral. No 
están sujetas a las normas GloBE las entidades gubernamentales, organismos 
internacionales, organizaciones sin ánimo de lucro, fondos de pensiones o 
fondos de inversión que sean la sociedad matriz última (SMU) de un grupo de 
EMN, ni tampoco las sociedades holding utilizadas por estos. 

Es también interesante señalar que, tal y como destaca el Informe ENFOQUE 
DE DOS PILARES PARA ABORDAR LOS DESAFIOS FISCALES DERIVADOS 
DE LA DIGITALIZACIÓN DE LA ECONOMIA (OCDE, octubre 2021), “En virtud 
del Primer Pilar, se espera que los derechos de imposición sobre más de 125.000 
millones de USD de beneficios se reasignen a las jurisdicciones de mercado 
cada año. En cuanto al Segundo Pilar, se calcula que la tasa impositiva mínima 
global del 15% generará ingresos tributarios mundiales adicionales por importe 
de unos 150.000 millones de USD al año. La repercusión exacta en los ingresos 
dependerá del alcance de la aplicación de ambos pilares, de la naturaleza y la 
magnitud de las reacciones de las empresas multinacionales y de los Gobiernos, 
así como de la futura evolución de la economía.”.  
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Es decir, el objetivo es realmente ambicioso teniendo en cuenta las cifras de 
recaudación que por fiscalidad directa obtienen los países que forman parte del 
marco de referencia 

I.- Departamentos fiscales y digitalización. 

La respuesta empresarial a la incertidumbre generada por este nuevo escenario 
fiscal no sólo impacta en los ajustes tácticos de las cadenas de suministro, 
modelos de negocio etc. … sino también, con carácter prioritario, a la revisión de 
las estrategias y políticas fiscales, de contratación y retención de talentos, y de 
visión de la fiscalidad con una óptica global inédita hasta el momento. En suma, 
conlleva ineludiblemente la revisión del dimensionamiento, reorganización y la 
cualificación de las áreas fiscales.   

Así, en primer lugar, desde un punto de vista interno, muchas corporaciones se 
han visto avocadas a reforzar sus departamentos fiscales y jurídicos, dotándolos 
de mayores recursos técnicos y humanos, con el fin de realizar un análisis 
exhaustivo del impacto potencial de las normas del Pilar I, relacionadas con la 
reasignación de derechos impositivos sobre las rentas de las grandes empresas 
digitales y altamente globalizadas; y del Pilar II, que introduce, un impuesto 
mínimo global efectivo del 15%.  

Nos encontramos ante implicaciones importantes para las personas, los 
procesos y la tecnología. La demanda de datos y sistemas está exigiendo un 
grado de automatización elevado, nuevas fuentes de suministro de datos y una 
mayor cualificación del personal que debe tratarlos. Asimismo, desde un primer 
momento ha sido extremadamente relevante conseguir una mayor integración 
entre los sistemas fiscales y financieros, y la planificación. Y esto, 
indudablemente, pasa por una mayor colaboración y coordinación entre los 
equipos financieros y fiscales. Todo esto representa, claramente, 
una oportunidad para redefinir y optimizar procesos, así como mejorar la 
comunicación y transparencia. Y, sobre todo, para abordar la función fiscal dentro 
de cada organización como un área de generación de valor clave para la 
compañía. 

Un aspecto en este sentido que está siendo especialmente material es la 
adecuación y capacitación de las competencias tecnológicas de los perfiles 
integrantes de las asesorías fiscales de las empresas ya que el número de datos 
a manejar en el cálculo (especialmente si el Grupo no cumple los requisitos para 
aplicar la normativa sobre Safe Harbour y debe, por tanto, abordar la ingente 
tarea de hacer el cálculo completo descrito en la normativa de Pilar II) es 
realmente importante y complejo. Sobre todo, si la normativa contable bajo la 
que está formulado no cumple con los requisitos exigidos por el nuevo modelo, 
y siempre teniendo en cuenta las extraordinarias consecuencias que un erróneo 
tratamiento del mismo puede tener. 

II.- Aspectos materiales del cambio. 

Dentro de los aspectos materiales que afrontan las grandes corporaciones, el 
foco se está centrando, a fecha de hoy, en el impacto de la tributación mínima 
global (Pilar II). En este sentido, hemos creído relevante hablar brevemente de 
la adaptación de los Grupos a las políticas de precios de transferencia, cómo 
abordar la incertidumbre actual con las Administraciones, la especial atención a 
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la transparencia y políticas ESG, y sin olvidar qué aspectos concretos están 
siendo más acuciantes de resolver con carácter general. 

i. Precios de transferencia. 

Tradicionalmente, las normas de precios de transferencia se han centrado en 
asegurar que las transacciones entre empresas vinculadas se realicen a valores 
de mercado, respetando el principio de plena competencia. El enfoque ahora se 
desplaza, en cierto modo, desde el “dónde” y a “qué precio” se generan los 
beneficios en transacciones internacionales entre compañías vinculadas, hacia 
el “cuánto” se tributa por ellas y si, por tanto, los modelos actuales de 
operaciones intragrupo están generando fricciones, en muchas ocasiones 
desconocidas o indeseadas (o a l menos, no perseguidas) a los efectos del Pilar 
II.  

En este contexto, las grandes empresas multinacionales enfrentan la necesidad 
urgente de revisar y, en muchos casos, ajustar sus políticas de precios de 
transferencia de acuerdo con el nuevo marco, el cual incluso puede 
paradójicamente chocar con el anterior marco de referencia y métodos de 
valoración. Las siguientes consideraciones resultan especialmente relevantes: 

1. Interacción entre precios de transferencia y tasa efectiva de tributación: 
Las políticas actuales de asignación de beneficios pueden conducir a una 
distribución geográfica de beneficios que, aun siendo válida bajo las 
normas tradicionales de precios de transferencia, puede implicar una tasa 
efectiva inferior al 15% en ciertas jurisdicciones. Esto puede activar la 
aplicación de las reglas complementarias del Pilar II, trasladando el 
derecho de imposición a otras jurisdicciones del grupo, lo que genera 
nuevos costes fiscales y complejidades de cumplimiento. 

2. Necesidad de alineación entre valor económico y tributación mínima: Las 
estructuras que concentran beneficios en jurisdicciones de baja 
tributación —aunque amparadas por análisis funcionales y estudios de 
comparabilidad técnicamente sólidos— pueden resultar fiscalmente 
ineficientes bajo el Pilar II. Las empresas deberán analizar si las 
funciones, activos y riesgos asumidos por las entidades ubicadas en 
dichos territorios justifican, desde una perspectiva de sustancia y de 
rentabilidad ajustada, una tributación efectiva conforme con el nuevo 
estándar. 

3. Rediseño de las estructuras intragrupo: Por otro lado, el Pilar II incentiva 
una reconfiguración de las cadenas de valor, así como de las estructuras 
de precios intragrupo, en función no solo de eficiencias operativas o 
estratégicas, sino también del impacto en la tasa impositiva efectiva. Esto 
puede llevar, por ejemplo, a reconsiderar estrategias de centralización de 
propiedad intelectual o de servicios compartidos en jurisdicciones que ya 
no ofrecen una ventaja fiscal neta bajo las nuevas reglas. 

4. Necesidad de modelos integrados de cumplimiento y reporte: La 
interrelación entre las obligaciones de documentación de precios de 
transferencia (master file, local file, CbCR) y las nuevas obligaciones 
derivadas del Pilar II exige una mayor coordinación entre las funciones 
fiscales, financieras y legales de las corporaciones multinacionales. Los 
grupos deberán desarrollar capacidades analíticas y de reporte que 
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integren la visión del beneficio por entidad y la tasa efectiva atribuible a 
cada jurisdicción. 

Y todo ello, además, siendo afectado directa o indirectamente por las posibles 
implicaciones que el desarrollo de otras líneas de negocio o Joint Ventures 
ajenas completamente al negocio u operaciones objeto de análisis a efectos de 
valoración de precios de transferencia, puedan tener. 

En fin, la implementación del Pilar II no sustituye las normas de precios de 
transferencia tradicionales, pero sí las redefine en la práctica, al introducir un 
umbral mínimo de tributación como criterio complementario. Las grandes 
empresas deben anticiparse a este nuevo entorno normativo adoptando una 
visión holística de sus estructuras fiscales internacionales, en la que la 
conformidad con el principio de plena competencia y el cumplimiento del mínimo 
global de tributación sean abordados de manera simultánea y coherente. La 
revisión proactiva de las políticas de precios de transferencia no es solo una 
respuesta técnica ante un nuevo marco legal, sino una necesidad estratégica 
para la sostenibilidad fiscal en la economía global post-BEPS. 

i. Incentivos fiscales y puertos seguros. 

Dentro del mundo empresarial está siendo de capital importancia dos cuestiones 
controvertidas aún sin una solución pacífica. Nos referimos a: 1) la necesidad de 
adecuar un equilibrio entre incentivos fiscales y la tributación mínima, y 2) la 
claridad y seguridad de contar con puertos seguros certeros y estables. 

La multinacional actual se encuentra en un escenario de incertidumbre en el que 
las evaluaciones de impacto que está llevando a cabo sobre estos dos aspectos 
son clave. 

Por lo que se refiere a los incentivos fiscales, es indudable que éstos, cuando 
son transparentes, focalizados y no erosionan sustancialmente la base tributaria 
mundial, pueden ser instrumentos válidos y eficaces para atraer capital, fomentar 
sectores estratégicos o corregir fallas de mercado. Sin embargo, bajo las reglas 
del Pilar II, muchos de estos incentivos corren el riesgo de volverse ineficientes, 
ya que el beneficio fiscal otorgado en una jurisdicción puede ser neutralizado por 
la imposición complementaria (top-up tax) en la jurisdicción del grupo matriz. De 
esta forma, la competencia fiscal de los Estados se ve limitada, aun cuando sus 
políticas estén motivadas por objetivos de desarrollo interno y no por una 
persecución de prácticas fiscales nocivas. 

En este sentido, el debate doctrinal aún no ha logrado consolidar una solución 
equilibrada que permita armonizar el principio de tributación mínima con el 
derecho soberano de los Estados a establecer sus políticas tributarias conforme 
a sus necesidades y contextos específicos. La inclusión de carve-outs y fórmulas 
de sustancia en las normas del Pilar II constituye un paso en esa dirección, pero 
su alcance y eficacia práctica aún se encuentran bajo un análisis crítico por parte 
de la comunidad académica y los operadores fiscales internacionales. 

Tradicionalmente, los incentivos fiscales han sido un pilar central en las 
decisiones de inversión y estructuración internacional de las empresas 
multinacionales. Hoy, muchas de éstas se enfrentan al hecho de que una 
reducción significativa en la carga tributaria efectiva (Effective Tax Rate, ETR) en 
una jurisdicción puede no traducirse en un ahorro fiscal neto, ya que la diferencia 
con el umbral del 15 % será susceptible de ser recapturada por la jurisdicción de 
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la matriz a través de la Income Inclusion Rule (IIR), o bien por otros Estados 
mediante la Undertaxed Payments Rule (UTPR). Esto ha derivado en un proceso 
de reevaluación generalizada de los regímenes fiscales preferenciales. 

En la práctica, las multinacionales han adoptado diferentes posiciones para 
adaptarse a este nuevo entorno: 

• Migración hacia incentivos compatibles con el Pilar II: Se observa una 
creciente preferencia por incentivos que no reduzcan la ETR, como 
subvenciones directas, o créditos fiscales reembolsables (Qualified 
Refundable Tax Credits) que cumplan con los criterios establecidos para 
el Pilar II. 

• Modelización fiscal dinámica: Las multinacionales están invirtiendo en 
herramientas de diseño fiscal para anticipar el impacto del Pilar II sobre 
sus operaciones globales. Esto incluye la simulación del ETR consolidado 
por país y el análisis de “jurisdicciones en riesgo” de generar un top-up 
tax. 

• Reestructuración operativa: Algunas empresas están reconsiderando sus 
estructuras corporativas y localización de filiales, evaluando si ciertos 
centros de operaciones siguen siendo viables tras la reducción de 
ventajas fiscales. En casos extremos, se ha observado la relocalización 
de actividades desde jurisdicciones de baja imposición hacia entornos con 
infraestructura más robusta y mayor sustancia económica. 

• Diálogo reforzado con autoridades fiscales: Ante el riesgo de 
neutralización de beneficios, muchas multinacionales están entablando 
conversaciones más proactivas con las autoridades tributarias locales 
para diseñar regímenes que sigan siendo competitivos y a la vez respeten 
los parámetros del Pilar II. 

Por lo que se refiere a los puertos seguros o safe harbours, éstos no han 
alcanzado los niveles de claridad y estabilidad que demandan tanto los 
operadores económicos como los propios Estados. A fecha de hoy, la empresa 
demanda puertos seguros permanentes. Y, en este sentido, existen 
preocupaciones legítimas respecto a la naturaleza transitoria de algunas de 
estas medidas, la falta de armonización entre países, y la posible utilización de 
interpretaciones divergentes que debiliten su efectividad. Asimismo, se han 
identificado incertidumbres respecto a los criterios técnicos y a las condiciones 
que deben cumplirse para acceder a estos mecanismos, lo que erosiona su 
función esencial de ofrecer seguridad jurídica. 

En este aspecto controvertido, la multinacional está obligada a un constante 
control activo de los puertos seguros. El uso de las Transitional Safe Harbour 
Rules publicadas por la OCDE ha sido clave para reducir temporalmente el 
alcance del Pilar II en algunas jurisdicciones. Sin embargo, la empresa está 
siguiendo de cerca el desarrollo de estos puertos, que permiten excluir 
temporalmente jurisdicciones, lo que resulta en una significativa simplificación en 
la fase inicial de implementación. 

No podemos dejar de hacer en este apartado una (creemos) más que necesaria 
reflexión sobre el impacto que estas normas puedan tener el desarrollo de 
políticas de I+D+i (o R&D, en su versión anglosajona) críticas para la 
sostenibilidad del negocio en muchos sectores y, desde luego fundamentales 
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para el desarrollo social. Quizás sea este elemento el más preocupante 
actualmente desde el punto de vista macroeconómico entre los diferentes 
impactos que está teniendo la implementación de los Pilares ya que tanto las 
sociedades como las empresas necesitan incrementar de forma muy relevante 
sus niveles de inversión en estos procesos para subsistir, sobre todo 
tecnológicamente. Y teniendo en cuenta además que estas decisiones de 
inversión son siempre a medio y largo plazo, muy sensibles por tanto a cambios 
regulatorios o fiscales como el que estamos analizando. 

ii. Certeza, seguridad jurídica y mecanismos de resolución de conflictos. 

Nada nuevo decimos en el mundo doctrinal si afirmamos que la implementación 
y desarrollo de las normas de Pilar II no sólo representa un hito trascendental en 
la evolución del Derecho tributario internacional, sino que supone un cambio 
radical en los principios generales del Derecho. Tal y como acertadamente 
señalan el PROF DR. D FÉLIX DANIEL MARTÍNEZ LAGUNA y DEBELVA, F., y 
DE BROE, L “El Pilar II ha impactado en la soberanía y títulos competenciales 
de los estados, especialmente, separándose de los principios y estándares que 
gobiernan e informan la tributación de situaciones domésticas y transfronterizas, 
más concretamente, en lo relativo al principio del nexo y al principio de 
territorialidad.” Este nuevo sistema de tributación presenta dudas en la 
comunidad doctrinal con respecto a su compatibilidad con la normativa 
preexistente de carácter convencional, constitucional y europea2. Ha supuesto, 
además, el origen de unas normas complejas que conducen a una falta de 
claridad en su aplicación práctica. Todo ello nos avoca a una profunda reflexión 
sobre cómo afectará toda esta vorágine a los principios de certeza y seguridad 
jurídica y cómo se abordarán los eventuales conflictos entre jurisdicciones. 

Como es sabido, la seguridad jurídica constituye un principio rector del Derecho 
en general y del tributario en particular, que exige la previsibilidad y claridad en 
la aplicación de las normas. La complejidad técnica del Pilar II, con su sistema 
de reglas interconectadas —como la regla de inclusión de renta (Income 
Inclusion Rule, IIR) y la regla de pagos insuficientemente gravados (Undertaxed 
Payments Rule, UTPR)— puede generar ambigüedades interpretativas y 
dificultades de implementación. Ante esto, los contribuyentes deben poder prever 
con suficiente claridad sus obligaciones fiscales, evitando situaciones de 
inseguridad o arbitrariedad por parte de las administraciones tributarias. 

La certeza y seguridad jurídica demandan un marco normativo fiscal 
internacional estable y coherente, que respete los principios de legalidad, 
confianza legítima y protección frente a interpretaciones divergentes y/o cambios 
retroactivos o imprevisibles.  

Este aspecto no solo resguarda los derechos de los contribuyentes, sino que 
también fortalece la legitimidad y eficacia del sistema fiscal internacional; ya que, 

 
2 Prof Dr. D Félix Daniel Martínez Laguna y DEBELVA, F., y DE BROE, L., “Pillar 2: An Analysis of the IIR 
and UTPR from an International Customary Law, Tax Treaty Law and European Union Law 
Perspective, Intertax, vol. 50, núm. 12, pp. 898-906; y PINTO NOGUEIRA, J.F., “GloBE and EU Law: 
Assessing the Compatibility of the OECD’s Pillar II Initiative on a Minimum Effective Tax Rate with EU 
Law and Implementing It within the Internal Market”, World Tax Journal, vol. 12, núm. 3, 2020, pp. 465-
498 
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en ausencia de ello, se corre el riesgo de socavar la cooperación internacional 
en materia tributaria y fomentar la litigiosidad entre jurisdicciones. 

En este sentido, la necesidad de establecer mecanismos adecuados de 
resolución de conflictos se vuelve crítica en un entorno normativo que involucra 
múltiples jurisdicciones y potenciales superposiciones normativas. La aplicación 
de este nuevo entorno fiscal internacional puede generar disputas en torno a la 
atribución de derechos impositivos, la interpretación de los conceptos técnicos, 
y la coordinación entre diferentes administraciones tributarias. Por ello, resulta 
fundamental que, desde las organizaciones empresariales e instituciones, se 
impulse el desarrollo de instrumentos eficaces de solución de controversias, 
tanto a nivel bilateral —a través de acuerdos para evitar la doble imposición y 
procedimientos amistosos— como en foros multilaterales que garanticen 
procedimientos neutrales, transparentes y con efectos vinculantes. 

Creemos que un eje fundamental de la respuesta empresarial consiste en la 
participación activa en foros multilaterales, cámaras empresariales y espacios de 
diálogo público-privado, con el propósito de contribuir a la formación de criterios 
interpretativos armónicos y de fomentar la cooperación entre jurisdicciones 
fiscales, reduciendo así la posibilidad de doble imposición y litigios prolongados. 

Además, la implementación efectiva de todo este nuevo acervo fiscal 
internacional no puede prescindir de un compromiso firme con los principios ya 
citados, y exige el fortalecimiento y cierta innovación, de los mecanismos de 
resolución de conflictos fiscales internacionales ya existentes. Y la empresa debe 
promover y adaptarse a todas estas medidas si queremos consolidar un régimen 
tributario global que promueva la equidad, la eficiencia y la cooperación entre los 
Estados, sin menoscabar los derechos de los contribuyentes ni la estabilidad del 
sistema jurídico-tributario. 

iii. Buen Gobierno Corporativo, Transparencia Fiscal y ESG. 

La Gobernanza fiscal como un elemento estructural de la organización. 

En los últimos años, el entorno normativo y regulatorio internacional ha 
experimentado transformaciones sustanciales que han incidido directamente en 
la manera en que las organizaciones empresariales estructuran su gobierno 
corporativo, sus políticas de sostenibilidad y su estrategia fiscal. Asistimos desde 
hace años a una tendencia sin precedentes que establece un escrutinio social y 
regulador continuo de los grupos empresariales. Y el ámbito fiscal, nuevamente, 
juega un papel clave. 

La importancia de la función fiscal en el buen gobierno corporativo se ha 
convertido en clave, hasta el punto de que no erramos si decimos que los 
grandes grupos multinacionales han puesto la función fiscal en el epicentro de 
las decisiones los órganos de gobierno, las comisiones de riesgos y Auditoria, y 
demás áreas claves de decisión.  

Podríamos decir que los ejes fundamentales de esta gobernanza son: el control 
de riesgos, la contribución fiscal, la transparencia y cómo la actividad y enfoque 
fiscal de los grupos empresariales están al servicio de la sociedad. 

Y es aquí donde, en el contexto del nuevo entorno fiscal internacional, Pilar I y 
Pilar II, las organizaciones empresariales afrontan un nuevo reto, pero, además, 
se les presentan grandes oportunidades en términos de gobernanza fiscal. 
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Así es, la implementación efectiva del Pilar I y Pilar II plantea importantes 
desafíos técnicos y operativos para las organizaciones empresariales, 
especialmente en lo relativo a la recopilación de datos, la consolidación de 
información contable y fiscal, y la armonización de prácticas entre jurisdicciones 
con distintos niveles de preparación regulatoria. No obstante, también representa 
una oportunidad para revisar y optimizar los modelos de negocio, promover una 
cultura organizacional orientada al cumplimiento ético y fortalecer la legitimidad 
empresarial frente a la sociedad.  

En suma, ha supuesto una buena oportunidad para revisitar con más detalle la 
situación tributaria del grupo y conocer mejor el dato de cada jurisdicción, tanto 
en lo referente al cumplimiento tributario como al nivel de riesgo asumiendo, 
especialmente en aquellas jurisdicciones (mayoritarias) que han consagrado el 
principio de a autoliquidación como modelo tributario. 

En este sentido, muchas compañías han iniciado procesos de revisión integral 
de sus estructuras fiscales, evaluaciones de impacto normativo y riesgos, y 
adecuación de sistemas de reporte interno, apoyadas por equipos 
multidisciplinarios y tecnología especializada. Asimismo, los órganos de gobierno 
han aumentado su involucración en estas materias, reconociendo que la 
sostenibilidad fiscal es un componente inseparable del valor empresarial a largo 
plazo. 

Además, muchas empresas han incorporado políticas fiscales explícitas en sus 
códigos de gobierno corporativo, estableciendo principios de actuación que 
priorizan la coherencia entre la estrategia fiscal y los valores corporativos, el 
cumplimiento normativo y el respeto al interés general. La transparencia en las 
decisiones fiscales, el alineamiento con la sustancia económica de las 
operaciones y la evaluación sistemática de riesgos fiscales se han vuelto 
prácticas comunes, no solo por imperativos regulatorios, sino también por la 
creciente presión de los grupos de interés. 

Transparencia en la era ESG. 

El fortalecimiento de los requerimientos internacionales en materia de 
transparencia fiscal —incluyendo el intercambio automático de información, la 
divulgación país por país (CbCR), y la exigencia de reportes públicos sobre 
presencia económica y fiscal— ha inducido a las empresas a adoptar políticas 
fiscales proactivas y alineadas con las expectativas de los reguladores y del 
mercado. 

En este contexto, la transparencia ya no se concibe únicamente como una 
obligación de cumplimiento, sino como un instrumento estratégico de generación 
de compromiso social, confianza, y mitigación de riesgos reputacionales. Las 
organizaciones que integran estos principios de forma transversal en su gestión 
—desde la gestión tributaria hasta la elaboración de sus informes de 
sostenibilidad— están mejor posicionadas para enfrentar la creciente 
complejidad del entorno fiscal global. 

Y es en esta complejidad, mayor aún, donde nos encontramos, y donde la 
adopción de las nuevas normas fiscales internacionales, en concreto el Pilar II, 
presentan un gran desafío a los grupos empresariales. Sólo solo es clave el 
control del dato, sino de poder transparentar a la sociedad de manera clara la 
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contribución y responsabilidad fiscal de los grupos empresariales. Y hacer 
patente, además, que dicha contribución fiscal es globalmente justa.  

Por lo que respecta a los criterios ESG (Environmental, Social and Governance), 
la evolución de su ámbito ha ampliado su alcance más allá de los aspectos 
medioambientales y sociales tradicionales, integrando la responsabilidad fiscal 
como una dimensión fundamental de la gobernanza empresarial responsable. 
En efecto, la fiscalidad corporativa está dejando de ser percibida exclusivamente 
como un asunto técnico o financiero para ser considerada un componente crítico 
del desempeño ético y reputacional de las empresas. 

A modo de ejemplo, el cumplimiento de los principios del Pilar I, que buscan 
redistribuir los derechos de imposición entre jurisdicciones en las que las 
empresas multinacionales generan valor, aunque no tengan presencia física, 
impone a las organizaciones una mayor sensibilidad respecto al impacto social 
de sus estructuras fiscales. El pago justo de impuestos, la rendición de cuentas 
en relación con la contribución tributaria y la coherencia entre presencia 
económica y fiscal son cada vez más evaluados por inversores institucionales, 
agencias de calificación ESG y la opinión pública. Asistiremos seguramente (y 
ya estamos a las puertas) a una mayor información pública a facilitar por los 
grupos empresariales, alineada con los principios ESG, y que tengan en cuenta, 
indudablemente, el cumplimiento del nuevo entorno fiscal internacional. 
 
3. CONCLUSIONES: DESAFIOS Y OPORTUNIDADES. 

Para las empresas, esta iniciativa ha supuesto sin duda, una completa 
revaluación de sistemas fiscales, un análisis muy profundo de su estructura 
fiscal, de sus tasas; y en definitiva, una revisión global de sus estruturas de 
negocio. 

Se pueden obtener sin embargo reflexiones o conclusiones positivas y negativas. 

Empezando por estas últimas, hay que destacar sobre todo la inseguridad 
jurídica en que se ha sumido a los grupos empresariales, cuya complejidad 
desde luego no se había incluido en el análisis teórico. Un completo cambio del 
paradigma internacional y de las relaciones entre jurisdicciones conlleva, como 
es obvio, una indeterminación a futuro que es central en cualquier toma de 
decisión. Y ello sin un mecanismo claro de solución de controversias donde los 
grupos empresariales complejos asisten como actores principales a luchas 
desiguales entre jurisdicciones que defienden sus respectivos derechos a 
capturar una determinada y/o pretendida tributación. Al ser el eslabón más débil 
de la cadena los riesgos de sufrir consecuencias indeseadas o no buscadas se 
multiplican. 

En segundo lugar, los costes de adaptación de sistemas, personal y organización 
en general no son menores. A los que se suman los inevitables perjuicios 
derivados de la indeterminación del resultado final de la implementación del 
modelo. Por no hablar de los retrasos que en la toma de innumerables y en 
ocasiones, criticas decisiones de negocio esto haya podido conllevar. 

En cuanto a las positivas, sin duda, la función fiscal ha ocupado un primerísimo 
lugar en la escena corporativa, aumentando su visibilidad y exposición, 
permitiendo a los órganos de gobierno de los Grupos ser más conscientes de las 
estructuras y riesgos fiscales existentes, así como de la trascendencia de las 
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decisiones. Asimismo, la revisión de las cadenas de suministro y análisis de 
centros de verdadero valor, donde radican las actividades que realmente 
contribuyen al éxito (o fracaso) de los negocios. 

De la misma manera, este proceso ha mejorado la capacidad de transparencia 
de los Grupos en canto a sus costes fiscales y, por tanto, a sus contribuciones 
tributarias a las sociedades en las que opera. 

Eso sí, los riesgos de la interpretación de esos datos ahora transparentados, y 
el posibles daño o beneficio reputacional suponen otro riesgo añadido a la ya de 
por si compleja gestión empresarial. 

 

 


